       TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA

Magistrada Ponente: Claudia María Arcila Ríos

Pereira, tres de noviembre de dos mil nueve.

Acta No. 577 del 3 de noviembre de 2009.

Expediente 66001-31-03-004-2009-00284-01

Se decide la impugnación que interpuso la demandante frente a la sentencia proferida por el Juzgado Cuarto Civil del Circuito de Pereira, en la acción de tutela que instauró Cecilia Meza Valencia contra la Agencia Presidencial para la Acción Social y la Cooperación Internacional –Acción Social Risaralda– y el Fondo Nacional de Vivienda -Fonvivienda-.

ANTECEDENTES

Indicó la actora que desde el 15 de septiembre de 2004 llegó de Barrancabermeja, como desplazada, con su grupo familiar y así fue inscrita en el respectivo registro; en enero de 2005 se le asignó subsidio familiar de vivienda urbana bajo la modalidad de solución de arrendamiento por $4.475.000, que consumió en un año y medio aproximadamente; en el mes de diciembre pasado Fonvivienda le comunicó que le otorgaba subsidio para adquisición de vivienda urbana por la suma de $5.768.750, el que no ha reclamado porque lo considera inferior al auxilio que para ese fin  normalmente se otorga por $12.000.000. Expresa que aquel otorgado no le alcanza para adquirir vivienda; siente que la primera suma entregada se le está descontando de la que ahora se le se autoriza y aduce que su situación económica es difícil.

Considera lesionados sus derechos a la vivienda e igualdad y pide se ordene a Fonvivienda y/o a la Agencia Presidencia para la Acción Social y la Cooperación Internacional que modifique la cuantía del auxilio otorgado para compra de vivienda urbana.

ACTUACIÓN PROCESAL

La demanda correspondió al Juzgado Cuarto Civil del Circuito de Pereira que la admitió por auto del 2 de septiembre último, en el que dispuso realizar las notificaciones de rigor.

La apoderada judicial del Fondo Nacional de Vivienda -Fonvivienda-, al ejercer su derecho de defensa, afirmó que revisado el Módulo de Consultas del Ministerio del Medio Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial, se encontró que la  demandante, en el año 2004, se postuló para acceder a un subsidio de arrendamiento para vivienda urbana, ante la Caja de Compensación Familiar de Risaralda y resultó beneficiada con la suma de $4.475.000; que el artículo 12 del Decreto 951 de 2001 autoriza a los beneficiarios de ese subsidio acceder a la diferencia entre el que reciben para arrendamiento y el valor del previsto para alguna de las opciones de solución de vivienda y en caso de resultar una porción no utilizada del primero, ésta podrá destinarse al acceso a la solución de vivienda, opción a la que recurrió la citada señora cuando nuevamente se postuló para obtenerlo, en la modalidad de reubicación, por valor de $5.768.750, el que corresponde al excedente del que ya había recibido. Explica que esos subsidios sólo se entregan por una vez al beneficiario con el fin de ofrecerle una solución de vivienda y el acto de postularse implica la aceptación de las condiciones bajo las cuales se otorgan, sin que la modalidad escogida pueda modificarse posteriormente. Alega que la entidad no ha vulnerado derecho fundamental alguno de la peticionaria y pide se niegue o declare improcedente la tutela.

La otra entidad demandada no se pronunció.

La instancia culminó con sentencia del 15 de septiembre último en la que se dispuso negar la tutela de los derechos invocados por la actora debido a que no se configuró violación de derecho fundamental alguno, toda vez que se le concedió el subsidio para vivienda conforme a la normatividad que lo regula. 

La señora Cecilia Meza Valencia, sin exponer fundamento alguno, apeló el fallo. 

CONSIDERACIONES

La acción de tutela, consagrada en el artículo 86 de la Constitución Nacional, otorga a toda persona la facultad para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un trámite breve y sumario, la protección a sus derechos constitucionales fundamentales, cuando resulten amenazados o vulnerados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública o de los particulares, en determinados eventos. La protección consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo. 

Ese medio excepcional de protección constitucional tiende entonces a conjurar la lesión o la amenaza de tales derechos, de manera tal que se garantice su ejercicio; la efectividad de la acción reside en la posibilidad para el juez de impartir una orden a la autoridad o al particular responsable del agravio, para obtener la defensa actual y cierta del derecho conculcado. 

Pero para que la tutela proceda, debe acreditar el afectado que resultó lesionado en sus derechos fundamentales por la acción o la omisión de la autoridad pública o del particular. 

En este caso, la demandante acude al amparo constitucional con el fin de obtener que el subsidio que le fue otorgado para vivienda sea reajustado, pues considera que la suma asignada es inferior a la que por ley le corresponde.

El desplazamiento forzado de un individuo afecta muchos de los derechos que la Constitución Nacional protege y la gravedad de esa situación constituyó motivo para que el Estado, con el fin de prestar eficaz y oportuna atención a esa población expidiera la Ley 387 de 1997, por medio de la cual se adoptaron medidas para la prevención del desplazamiento forzado; la atención, protección, consolidación y estabilización socioeconómica de los desplazados internos por la violencia en el país.

El Decreto 951 de 2001 por el cual se reglamentan parcialmente las Leyes 3ª de 1991 y 387 de 1997, en lo relacionado con la vivienda y el subsidio de vivienda para la población desplazada, en el artículo 1º enseña: 

“Del subsidio familiar de vivienda para población desplazada. Tal como lo establece el artículo 6° de la Ley 3ª de 1991, el Subsidio Familiar de Vivienda es un aporte estatal en dinero o especie, otorgado por una sola vez al beneficiario con el objeto de facilitarle una solución de vivienda de interés social, sin cargo de restitución, siempre que el beneficiario cumpla con las condiciones que se establecen en la Ley 3ª de 1991 y aquellas que la modifiquen o adicionen.

“La población desplazada tendrá acceso al subsidio familiar de vivienda en las condiciones que se establecen en el presente decreto.”

El artículo 4º dice que ese subsidio se realizará exclusivamente a través de programas que desarrollen los componentes de retorno y reubicación; el 5º, que para cada componente señalado en el artículo anterior, se promoverá un tipo de solución de vivienda adecuada a la condición de desplazado, y para la reubicación señala como prioridades el arrendamiento de vivienda urbana o rural para hogares propietarios y no propietarios; mejoramiento de vivienda o construcción en sitio propio para hogares propietarios y la adquisición de vivienda nueva o usada rural (urbana o rural) para hogares propietarios.

En relación con el valor del auxilio, específicamente el que corresponde a la adquisición de vivienda, el artículo 14  del mismo Decreto, modificado por el Decreto Nacional 2675 de 2005, dice que su valor será hasta de 25 salarios mínimos legales mensuales vigentes en las zonas urbanas y hasta de 18 cuando se aplique a zonas rurales.

Y el artículo 12 del primero de tales decretos, modificado por el 2100 de 2005, establece:

“Condiciones especiales del subsidio de vivienda para arrendamiento. Los beneficiarios del subsidio de vivienda para arrendamiento, podrán acceder a la diferencia entre el subsidio de vivienda para arrendamiento y el valor del subsidio previsto para alguna de las opciones de solución de vivienda previstas en el presente decreto, siempre y cuando reúnan los requisitos establecidos para acceder a estos últimos. En caso de resultar una porción no utilizada del subsidio de arrendamiento, ésta podrá destinarse al acceso a la solución de vivienda.”

Es hecho no controvertido que la demandante ya recibió la suma de $4.475.000 como subsidio de vivienda para arrendamiento y que ahora se le aprobó otro por la suma de $5.768.750 para adquirirla, lo que autoriza la disposición transcrita, teniendo en cuenta que esa clase de auxilios para la población desplazada sólo se permite por una sola vez.

Esas sumas equivalen a algo más de veinte salarios mínimos legales mensuales vigentes y se encuentra dentro del rango que regula la ley como valor del auxilio, razón por la cual puede concluirse que el valor asignado corresponde al previsto por el legislador, que además no señala un mínimo.

Así las cosas, se considera acertada la decisión de primera instancia que negó el amparo reclamado porque a la demandante no se le ha vulnerado derecho fundamental alguno y por tal razón, se confirmará el fallo objeto de revisión.

Por lo expuesto, la Sala de Decisión Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley,

RESUELVE:

1°.- CONFIRMAR la sentencia proferida por el Juzgado Cuarto Civil del Circuito de Pereira, el pasado 15 de septiembre, en el proceso de tutela instaurado por Cecilia Meza Valencia contra el Fondo Nacional de Vivienda – Fonvivienda-.

2. Como lo dispone el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991, envíese el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión. 

3. Lo aquí decidido notifíquese a la partes al tenor del canon 30 ibídem.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

Los Magistrados.

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS          

GONZALO FLÓREZ MORENO        

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO



